T R I B U N A L   S U P R E M O  

Sala  de lo 

Contencioso-Administrativo

Sección: SECCIÓN TERCERA

A U T O 

Fecha Auto:  23/05/2013 

PIEZA DE MEDIDAS CAUTELARES Num.: 1 

Fallo: Auto no ha lugar Medida Cautelar

Ponente: Excmo. Sr. D. Eduardo Espín Templado

Procedencia: T.SUPREMO SALA 3A. SECCION 3A.

Secretaría de Sala:   Ilma. Sra. Dña. Aurelia Lorente Lamarca

Escrito por:   PJM 

	PIEZA SEPARADA DE MEDIDAS CAUTELARES: REAL DECRETO 547/2012, de 16-3, por el que se convalida el R.D. 1462/2001 (21-12) por el que se otorgan permisos de investigación de hidrocarburos "Canarias" 1 a 9.

Solicitud de suspensión del Real Decreto. 




REC.ORDINARIO(c/d) Num.: 363

Ponente Excmo. Sr. D.:  Eduardo Espín Templado

Secretaría de Sala:  Ilma. Sra. Dña. Aurelia Lorente Lamarca

TRIBUNAL SUPREMO

SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

SECCIÓN: SECCIÓN TERCERA

A U T O

Excmos. Sres.: 

Presidente:

D. Pedro José Yagüe Gil

Magistrados:

D. Manuel Campos Sánchez-Bordona

D. Eduardo Espín Templado

D. José Manuel Bandrés Sánchez-Cruzat

Dª. María Isabel Perelló Doménech

[image: image1.png]




En la Villa de Madrid, a veintitrés de mayo de dos mil trece. 

HECHOS



PRIMERO.- Tramitándose en esta Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo recurso contencioso-administrativo ordinario, interpuesto por el Procurador D. José Carlos Caballero Ballesteros, en nombre y representación del Cabildo de Lanzarote, contra el Real Decreto 547/2012, de 16 de marzo, por el que se otorgan los permisos de investigación de hidrocarburos denominados "Canarias-1", "Canarias-2", "Canarias-3", "Canarias-4", "Canarias-5", "Canarias-6", "Canarias-7", "Canarias-8" y "Canarias-9", se ha presentado por dicha representación procesal escrito en fecha 31 de enero del presente año solicitando la adopción de la medida cautelar consistente en la suspensión del referido Real Decreto, tras exponer las circunstancias y los motivos jurídicos que respaldarían su procedencia. 



Mediante otrosí, solicita el planteamiento de un cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea para el caso de que no se inaplique la Ley de Hidrocarburos y se suspenda el Real Decreto 547/2012, para que se pronuncie sobre la interpretación y eficacia del derecho comunitario en los términos en que dicha parte los plantea y realizando las preguntas que la misma propone, justificando las razones que llevarían a dicho planteamiento.



SEGUNDO.- Admitida a trámite la solicitud de medidas cautelares mediante auto de 27 de febrero, se ha formado la correspondiente pieza separada donde se ha acordado dar audiencia a las partes respecto de la misma por plazo de diez días.



En dicho plazo ha presentado escrito la representación procesal de la codemandada Repsol Investigaciones Petrolíferas, S.A., argumentando su oposición a la adopción de la medida cautelar pretendida, cuya denegación solicita o, subsidiariamente, que se subordine o condicione dicha adopción a la constitución por la actora de una fianza por importe no inferior a 212 millones de euros, para responder de los daños y perjuicios que se puedan ocasionar. Asimismo manifiesta que no es precisa para la resolución de la pieza de medidas cautelares la formulación de ninguna cuestión prejudicial al Tribunal de Justicia de la Unión Europea, por lo que solicita que no se formula la misma.



También el Sr. Abogado del Estado ha presentado escrito expresando su oposición a la adopción de la medida cautelar que se reclama, suplicando que se acuerde que no ha lugar a dicha adopción, así como al planteamiento de cuestión prejudicial que postula la recurrente, respecto de la que solicita que se decrete no haber lugar la misma.



Siendo Ponente el Excmo. Sr. D. Eduardo Espín Templado, Magistrado de la Sala.

RAZONAMIENTOS JURIDICOS


 ÚNICO.- En el asunto de referencia la entidad recurrente, el Cabildo de Lanzarote, solicita la suspensión del Real Decreto 547/2010, de 16 de marzo, por el que se otorgan los permisos de investigación de hidrocarburos denominados "Canarias-1", "Canarias-2", "Canarias-3", "Canarias-4", "Canarias-5", "Canarias-6", "Canarias-7", "Canarias-8" y "Canarias-9".



El Cabildo recurrente expone en primer lugar determinadas consideraciones atinentes al fondo del asunto, razonando sobre las exigencias de la Directiva 94/22/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo,  sobre las condiciones para la concesión y el ejercicio de las autorizaciones de prospección, exploración y producción de hidrocarburos, así como sobre la supuesta incompatibilidad de la Ley del Sector de Hidrocarburos (Ley 34/1998, del 7 de octubre) con el derecho comunitario.



Ya en referencia concreta a la medida de suspensión solicitada, el Cabildo recurrente la funda en la concurrencia de apariencia de buen derecho, en la existencia de periculum in mora y en la ponderación de los intereses concurrentes. Pues bien, semejantes razones fueron esgrimidas con igualdad de fundamentos en el recurso formulado por el Gobierno de Canarias en relación con el mismo Real Decreto ahora impugnado, en el que se solicitaba asimismo la suspensión de su ejecución (recurso contencioso administrativo ordinario 1/327/2012). Debemos ahora reiterar la respuesta denegatoria que entonces adoptamos en el Auto  de 5 de junio de 2.012:



"PRIMERO.- La pretensión cautelar que postula la Directora General del Servicio Jurídico del GOBIERNO DE CANARIAS, consistente en que se acuerde la suspensión de la ejecutividad del Real Decreto 547/2012, de 16 de marzo, por el que se convalida el Real Decreto 1462/2001, de 21 de diciembre, por el que se otorgan los permisos de investigación de hidrocarburos denominados «Canarias-1», «Canarias-2», «Canarias-3», «Canarias-4», «Canarias-5», «Canarias-6», «Canarias-7», «Canarias-8» y «Canarias-9», se fundamenta, sustancialmente, en el argumento de que de no adoptarse perdería su finalidad legítima el recurso contencioso-administrativo, en cuanto que la realización de las labores de perforación en el subsuelo marino, próximo a las Islas de Fuerteventura y Lanzarote, de, al menos, dos pozos explotatorios de 3.500 metros de profundidad, autorizados al amparo de los permisos de investigación de hidrocarburos, produce un riesgo elevado de daño y deterioro medioambiental, que puede hacer desaparecer los valores naturales, afectando lesivamente a la biodiversidad marina y costera, al poder producir contaminación acústica, física y química para los cetáceos y aves marinas, que se habrían consumado al tiempo de la resolución judicial que, resolviendo la controversia, ponga término al proceso.



Se aduce, en defensa de la pretensión cautelar, que cabe preservar los intereses públicos medioambientales prevalentes aducidos por el Gobierno de la Comunidad Autónoma de Canarias, teniendo en cuenta los valores naturales existentes en el Archipiélago Canario, conforme se desprende del Informe emitido por la Dirección General de Protección de la Naturaleza de 10 de abril de 2012, que destaca, entre otros aspectos, que Canarias es el territorio de la Unión Europea con mayor biodiversidad, siendo sus zonas marítimo costeras y los espacios naturales protegidos especialmente sensibles, además de la afectación a la economía canaria, vinculada al desarrollo de la actividad turística, a la pesca y al sector portuario.



En último término, se arguye que la adopción de la medida cautelar solicitada está amparada por la doctrina de la apariencia de buen Derecho, pues, en el presente caso, la nulidad de pleno Derecho del Real Decreto 547/2012, se constata a primera vista, al convalidar un acto administrativo anulado por la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo de 24 de febrero de 2004, que anuló el Real Decreto 1462/2001, de 21 de diciembre, por el que se otorgan los permisos de investigación de hidrocarburos denominados "CANARIAS-1", "CANARIAS-2", "CANARIAS-3", "CANARIAS-4", "CANARIAS-5", "CANARIAS-6", "CANARIAS-7", "CANARIAS-8" y "CANARIAS-9", situados en el Océano Atlántico frente a las costas de las Islas de Fuerteventura y Lanzarote.



[...]


TERCERO.- La pretensión cautelar solicitada de suspensión de la ejecutividad del Real Decreto 547/2012, de 16 de marzo, por el que se convalida el Real Decreto 1462/2001, de 21 de diciembre, por el que se otorgan los permisos de investigación de hidrocarburos denominados «Canarias-1», «Canarias-2», «Canarias-3», «Canarias-4», «Canarias-5», «Canarias-6», «Canarias-7», «Canarias-8» y «Canarias-9», no puede ser acogida, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 130 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, porque estimamos, en primer término, que no concurre el requisito de periculum in mora, cuya apreciación sería determinante para la adopción de la medida cautelar, con la finalidad de asegurar la efectividad de un eventual pronunciamiento favorable de esta Sala a la pretensión de nulidad deducida por el Gobierno de la Comunidad Autónoma de Canarias, ya que no cabe sostener que, con carácter inmediato, se produzcan perjuicios irreparables o irreversibles al medioambiente, derivados de la realización de aquellos trabajos exploratorios de prospección que se ejecutarán en el tercer, cuarto, quinto, y sexto año, que se encuentran condicionados a la tramitación y obtención de las autorizaciones correspondientes, que deben cumplir las medidas de protección medioambiental exigidas por el artículo 18.2 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos.


Al respecto, cabe reproducir el contenido del nuevo artículo 2 bis del Real Decreto 1462/2001, de 21 de diciembre, introducido por el Real Decreto 547/2012, de 16 de marzo, que dispone:




«1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 18.3 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, las medidas de protección medioambiental son las que se recogen en los documentos "Protección del Medio Ambiente en Operaciones de Adquisición de Sísmica Marina" y "Protección del Medioambiente en la Perforación de Sondeos Exploratorios Marinos", presentados por los titulares de los permisos de investigación ante la Dirección General de Política Energética y Minas. Asimismo, se estará a lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, y su normativa de desarrollo.




Además, para la autorización de cada trabajo específico se deberá acompañar los siguientes estudios y planes:




a) Documento inicial o documento ambiental, según se establece en el Texto Refundido de la Ley de Evaluación Ambiental de proyectos y, en su caso, estudio de impacto medioambiental, según proceda, para identificar y cuantificar todos los posibles impactos que podrían causar las operaciones que se pretenda realizar.




b) Plan de Gestión Medioambiental con las medidas preventivas y correctivas previstas en relación con los impactos identificados.




c) Plan de Contingencias Medioambientales para prever las medidas correctivas a adoptar en caso de contingencias medioambientales significativas, incluyendo la lucha contra la contaminación por derrames de hidrocarburos.




2. Las autorizaciones y permisos derivados del presente real decreto lo serán sin perjuicio de aquellas otras autorizaciones que los trabajos, construcciones e instalaciones necesarios para el desarrollo objeto de las mismas pudieran requerir por razones fiscales, de ordenación del territorio y urbanismo, de protección de medio ambiente, de protección de los recursos marinos vivos, exigencia de la correspondiente legislación sectorial o seguridad para personas y bienes.».   


La valoración de los intereses públicos y privados concurrentes, aducidos tanto por la Letrado del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Canarias como por el Abogado del Estado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 130.1 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, tampoco determina la procedencia de adoptar la medida de suspensión del Real Decreto 547/2012, de 16 de marzo, pues siendo incuestionable el valor ecológico de las Islas Canarias y la relevancia del sector turístico, pesquero y portuario para su desarrollo, no cabe eludir que la producción y explotación de hidrocarburos representa un factor económico de especial significación para definir la riqueza de un país, que requiere promover la investigación de yacimientos de esta clase de recursos en áreas concretas, como advierte la Exposición de Motivos de la meritada Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos.



La extensión y contenido de las medidas de protección medioambiental exigidas por el Real Decreto 547/2012, de 16 de marzo impugnado, para ejecutar los programas de investigación de hidrocarburos autorizados y la obligación de respetar las prescripciones medioambientales establecidas en el Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos, permiten, a primera vista, descartar, desde la perspectiva de aplicación del principio de precaución en el incidente cautelar, que de la no adopción de la medida cautelar se siga perturbación grave de los valores e intereses medioambientales aducidos por el Gobierno de la Comunidad Autónoma de Canarias, que son necesariamente compartidos por la Administración del Estado, como advierte el Abogado del Estado en su escrito de oposición, en cuanto que se aprecia, sin prejuzgar la controversia de fondo del asunto litigioso, una protección equilibrada de los intereses generales comunitarios y nacionales vinculados al desarrollo sostenible de las Islas Canarias y al fomento de la actividad económica, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 45, 128 y 130 de la Constitución.   



La invocación del principio de apariencia de buen derecho tampoco promueve acordar la suspensión de la ejecutividad del Real Decreto 547/2012, de 16 de marzo, pues, como hemos sostenido en el Auto de esta Sala jurisdiccional de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo de 4 de junio de 2012, que resuelve el incidente de ejecución de sentencia planteado en los recursos contencioso-administrativos 39/20022 y 40/2002, dicha disposición se dicta en cumplimiento del fallo de la sentencia de esta Sala de 24 de febrero de 2004, de modo que carece de fundamento la afirmación de que el Real Decreto impugnado en este recurso contencioso-administrativo sea nulo de pleno Derecho por proceder a la convalidación de un acto administrativo anulado por sentencia judicial firme." (razonamientos jurídicos primero y tercero)



En aplicación de las mismas razones, hemos de denegar la suspensión solicitada. En lo que respecta a la solicitud de planteamiento de una cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, es cuestión a resolver en el asunto principal y en momento posterior al presente. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 139.1 de la Ley jurisdiccional, no se aprecian circunstancias determinantes de la imposición de costas.


LA SALA ACUERDA: 



NO HA LUGAR a la adopción de la medida cautelar de suspensión del Real Decreto 547/2012, de 16 de marzo, por el que se otorgan los permisos de investigación de hidrocarburos denominados "Canarias-1", "Canarias-2", "Canarias-3", "Canarias-4", "Canarias-5", "Canarias-6", "Canarias-7", "Canarias-8" y "Canarias-9", medida solicitada por la representación procesal del Cabildo de Lanzarote. Sin costas.



Lo mandó la Sala y firman los Magistrados Excmos. Sres. al inicio designados.

